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			1. EL MUNICIPIO 
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			El Municipio constituye la entidad local básica y es, al menos, susceptible de dos tipos de concepciones:

			a)	Una conceptuación sociológica, que está conectada al llamado “iusnaturalismo” municipal y la teoría sobre el origen natural del municipio. Desde esta perspectiva, Ahrens definía el municipio como “una comunidad de familias para la consecución de todos los fines esenciales de la vida”, o bien como un conjunto de familias, bienes y edificaciones unidos por lazos de vecindad inmediata y que defiende los intereses generales derivados de dichos lazos de vecindad territorial.

			b)	Una conceptuación jurídica, que es más cercana a la sensibilidad actual, al considerar al Municipio como un ente público más, concretamente como el “escalón administrativo territorial inferior de la organización escalonada de los poderes públicos”. Desde esta perspectiva, Entrena Cuesta lo define como un “Ente Público menor territorial primario”.

			La Ley de Bases de Régimen Local de 1.985 (LRBRL) define los municipios como “Entidades básicas de la organización territorial del Estado y cauces inmediatos de participación ciudadana en los asuntos públicos, que institucionalizan y gestionan con autonomía los intereses propios de las correspondientes colectividades” (artículo 1.1.), atribuyéndoles (en el 11.1) personalidad jurídica y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines.

			Art.140 de la CE La Constitución garantiza la autonomía de los municipios. Estos gozarán de personalidad jurídica plena. Su gobierno y administración corresponde a sus respectivos Ayuntamientos, integrados por los Alcaldes y los Concejales. Los Concejales serán elegidos por los vecinos del municipio mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, en la forma establecida por la ley. Los Alcaldes serán elegidos por los Concejales o por los vecinos. La ley regulará las condiciones en las que proceda el régimen del concejo abierto. 

			Y tras el concepto, la LRBRL señala que son elementos del municipio el territorio, la población y la organización. 

			Estos elementos por otra parte son comunes a todas las administraciones públicas territoriales, Estado, Comunidades Autónomas y Entes Locales; que deben poseer un territorio que es el ámbito territorial donde cada administración ejerce sus competencias; una población que habite ese territorio, y una organización de cada administración adecuada para la mejor prestación de los servicios y competencias a la población. Algún otro autor añade un cuarto elemento que son los fines, entendidos como la finalidad a cumplir por cada administración dentro de nuestro ordenamiento jurídico.

			En el presente tema vamos a estudiar los dos primeros elementos, el territorio y la población, y estudiaremos la organización en el siguiente.

			2. EL TÉRMINO MUNICIPAL
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			El artículo 12 de la Ley 7/85 dice que: El término municipal es el territorio en que el ayuntamiento ejerce sus competencias.

			Cada municipio pertenecerá a una sola provincia.

			Por su parte, el Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales aprobado por Real Decreto 1690/86, y más concretamente el artículo 1 del mismo define el término municipal como el territorio en el que el Ayuntamiento ejerce sus competencias añadiendo que:

			–	El término municipal está formado por territorios continuos, pero podrán mantenerse las situaciones de discontinuidad que estén reconocidas actualmente.

			–	Es competencia del Ayuntamiento la división del término municipal en distritos y en barrios y las variaciones de los mismos.

			Además de ser el territorio elemento esencial y constitutivo del municipio tiene otras características.

			–	Ha de tener existencia real, sin él no se concibe la existencia del municipio.

			–	Ha de ser fijo, en el sentido de permanencia del elemento poblacional.

			–	Debe estar delimitado, aunque puede sufrir alteraciones como veremos.

			–	Constituye el ámbito de vigencia de la potestad de Ordenanza municipal.

			Aunque el término municipal ha de ser fijo, éste puede sufrir alteraciones como se establece en el artículo 13.1 de la LRBRL, que en la nueva redacción dada por la LRSAL señala: 

			1.	La creación o supresión de municipios, así como la alteración de términos municipales, se regularán por la legislación de las Comunidades Autónomas sobre régimen local, sin que la alteración de términos municipales pueda suponer, en ningún caso, modificación de los límites provinciales. Requerirán en todo caso audiencia de los municipios interesados y dictamen del Consejo de Estado o del órgano consultivo superior de los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, si existiere, así como informe de la Administración que ejerza la tutela financiera. Simultáneamente a la petición de este dictamen se dará conocimiento a la Administración General del Estado.

			2.	La creación de nuevos municipios solo podrá realizarse sobre la base de núcleos de población territorialmente diferenciados, de al menos 5.000 habitantes y siempre que los municipios resultantes sean financieramente sostenibles, cuenten con recursos suficientes para el cumplimiento de las competencias municipales y no suponga disminución en la calidad de los servicios que venían siendo prestados.

			3.	Sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas, el Estado, atendiendo a criterios geográficos, sociales, económicos y culturales, podrá establecer medidas que tiendan a fomentar la fusión de municipios con el fin de mejorar la capacidad de gestión de los asuntos públicos locales.

			4.	Los municipios, con independencia de su población, colindantes dentro de la misma provincia podrán acordar su fusión mediante un convenio de fusión, sin perjuicio del procedimiento previsto en la normativa autonómica. El nuevo municipio resultante de la fusión no podrá segregarse hasta transcurridos diez años desde la adopción del convenio de fusión.

			Al municipio resultante de esta fusión le será de aplicación lo siguiente:

			a)	El coeficiente de ponderación que resulte de aplicación de acuerdo con el artículo 124.1 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo se incrementará en 0,10.

			b)	El esfuerzo fiscal y el inverso de la capacidad tributaria que le corresponda en ningún caso podrá ser inferior al más elevado de los valores previos que tuvieran cada municipio por separado antes de la fusión de acuerdo con el artículo 124.1 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

			c)	Su financiación mínima será la suma de las financiaciones mínimas que tuviera cada municipio por separado antes de la fusión de acuerdo con el artículo 124.2 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

			d)	De la aplicación de las reglas contenidas en las letras anteriores no podrá derivarse, para cada ejercicio, un importe total superior al que resulte de lo dispuesto en el artículo 123 del citado texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

			e)	Se sumarán los importes de las compensaciones que, por separado, corresponden a los municipios que se fusionen y que se derivan de la reforma del Impuesto sobre Actividades Económicas de la disposición adicional décima de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, de Reforma de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, actualizadas en los mismos términos que los ingresos tributarios del Estado en cada ejercicio respecto a 2004, así como la compensación adicional, regulada en la disposición adicional segunda de la Ley 22/2005, de 18 de noviembre, actualizada en los mismos términos que los ingresos tributarios del Estado en cada ejercicio respecto a 2006.

			f)	Queda dispensado de prestar nuevos servicios mínimos de los previstos en el artículo 26 que le corresponda por razón de su aumento poblacional.

			g)	Durante, al menos, los cinco primeros años desde la adopción del convenio de fusión, tendrá preferencia en la asignación de planes de cooperación local, subvenciones, convenios u otros instrumentos basados en la concurrencia. Este plazo podrá prorrogarse por la Ley de Presupuestos Generales del Estado.

			La fusión conllevará:

			a)	La integración de los territorios, poblaciones y organizaciones de los municipios, incluyendo los medios personales, materiales y económicos, del municipio fusionado. A estos efectos, el Pleno de cada Corporación aprobará las medidas de redimensionamiento para la adecuación de las estructuras organizativas, inmobiliarias, de personal y de recursos resultantes de su nueva situación. De la ejecución de las citadas medidas no podrá derivarse incremento alguno de la masa salarial en los municipios afectados.

			b)	El órgano del gobierno del nuevo municipio resultante estará constituido transitoriamente por la suma de los concejales de los municipios fusionados en los términos previstos en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General.

			c)	Si se acordara en el Convenio de fusión, cada uno de los municipios fusionados, o alguno de ellos podrá funcionar como forma de organización desconcentrada de conformidad con lo previsto en el artículo 24 bis.

			d)	El nuevo municipio se subrogará en todos los derechos y obligaciones de los anteriores municipios, sin perjuicio de lo previsto en la letra e).

			e)	Si uno de los municipios fusionados estuviera en situación de déficit se podrán integrar, por acuerdo de los municipios fusionados, las obligaciones, bienes y derechos patrimoniales que se consideren liquidables en un fondo, sin personalidad jurídica y con contabilidad separada, adscrito al nuevo municipio, que designará un liquidador al que le corresponderá la liquidación de este fondo. Esta liquidación deberá llevarse a cabo durante los cinco años siguientes desde la adopción del convenio de fusión, sin perjuicio de los posibles derechos que puedan corresponder a los acreedores. La aprobación de las normas a las que tendrá que ajustarse la contabilidad del fondo corresponderá al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, a propuesta de la Intervención General de la Administración del Estado.

			f)	El nuevo municipio aprobará un nuevo presupuesto para el ejercicio presupuestario siguiente a la adopción del convenio de fusión.

			5.	Las Diputaciones provinciales o entidades equivalentes, en colaboración con la Comunidad Autónoma, coordinarán y supervisarán la integración de los servicios resultantes del proceso de fusión.

			6.	El convenio de fusión deberá ser aprobado por mayoría simple de cada uno de los plenos de los municipios fusionados. La adopción de los acuerdos previstos en el artículo 47.2, siempre que traigan causa de una fusión, será por mayoría simple de los miembros de la corporación.»

			Continúa el art. 14 diciendo que los cambios de denominación de municipios sólo tendrán carácter oficial cuando, tras haber sido anotados en un Registro creado para la Administración del Estado para la inscripción de todas las Entidades a que se refiere la presente Ley, se publiquen en el Boletín Oficial del Estado. La denominación de los Municipios podrá ser, a todos los efectos, en castellano, en cualquier otra lengua española oficial en la respectiva Comunidad Autónoma, o en ambas.

			Los términos municipales podrán ser alterados según establece el artículo 2 del RPDT:

			a)	Por incorporación de uno o más municipios a otro u otros limítrofes.

			b)	Por fusión de dos o más municipios limítrofes.

			c)	Por segregación de parte del territorio de uno o varios municipios para   constituir otro independiente.

			d)	Por segregación de parte del territorio de un municipio para agregarlo a otro limítrofe.

			Artículo 3

			La creación de nuevos municipios sólo podrá realizarse sobre la base de núcleos de población territorialmente diferenciados y siempre que los municipios resultantes cuenten con recursos suficientes para el cumplimiento de las competencias municipales y no suponga disminución en la calidad de los servicios que venían siendo prestados.

			2.1. Tramitación de expedientes

			Se puede realizar de dos formas:

			2.1.1. Tramitación Forzosa

			La iniciación de los expedientes de alteración de términos municipales se podrá decretar por el órgano competente de la Comunidad Autónoma en esta materia, de oficio o a instancia de:

			–	Cualquiera de los Ayuntamientos interesados.

			–	Las Diputaciones Provinciales respectivas.

			–	La Administración del Estado, a través del Delegado del Gobierno.

			–	Otros órganos de la Comunidad Autónoma que, en razón de sus respectivas competencias, consideren procedente la alteración.

			Instruido el expediente, se dará audiencia durante el plazo de un mes a los municipios y demás Entidades Locales interesadas y, a continuación, se remitirá para su dictamen al Consejo de Estado o al órgano consultivo superior del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma, si existiese.

			2.1.2. Tramitación voluntaria

			Las alteraciones de términos municipales podrán, asimismo, ser tramitadas, con carácter voluntario, por los Ayuntamientos interesados. Esta fórmula mediante convenio es la que actualmente potencia fuertemente el Estado conforme la nueva redacción del artículo 13 de la Ley de Régimen Local, que otorga interesantes beneficios económicos para las corporaciones interesadas.

			En tal caso, el expediente se iniciará por acuerdos de los respectivos Ayuntamientos, adoptados con el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de la Corporación.

			Una vez completado el expediente, tales acuerdos se someterán a información pública por plazo no inferior a treinta días.

			Finalizado el período de información pública, los Ayuntamientos adoptarán nuevo acuerdo, con la misma mayoría que en el acuerdo de iniciación, en el que se resolverá sobre la procedencia de la alteración y, en su caso, sobre las reclamaciones presentadas.

			Si los acuerdos fueran favorables a la alteración, se elevará el expediente al órgano competente de la Comunidad Autónoma que, con su informe, lo remitirá para dictamen al Consejo de Estado o al órgano consultivo superior del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma, si existiese.

			2.1.3. Finalización de los expedientes en ambos casos

			En todos los expedientes sobre alteración de términos municipales, la resolución definitiva se hará mediante Decreto aprobado por el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma correspondiente. En ningún caso podrá suponer la alteración de los límites provinciales.

			2.1.4. Normativa Legal

			La alteración de términos municipales se recoge en los artículos 4 a 16 del RD 1.690/1986, por el que se aprueba el Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales, que establecen:

			Artículo 4

			1. La incorporación de uno o más municipios a otro u otros limítrofes podrá acordarse cuando existan necesidades o conveniencia económica o administrativa, o lo imponga la mejora de la capacidad de gestión de los asuntos públicos locales.

			2. La incorporación implicará la anexión del término o términos municipales a otro municipio, en el cual quedará integrada a todos los efectos la personalidad de los municipios incorporados.

			3. Los motivos a que obedezca el acuerdo de incorporación deberán constar en el expediente que al efecto se instruya.

			Artículo 5

			1. La fusión de municipios limítrofes a fin de constituir uno nuevo podrá realizarse:

			a)	Cuando separadamente carezcan de recursos suficientes para atender los servicios mínimos exigidos por la Ley.

			b)	Cuando como consecuencia del desarrollo urbanístico se confundan sus núcleos urbanos, sin que constituyan solución de continuidad a este efecto los parques, jardines, paseos, avenidas, campos de deportes y zonas residenciales que pudieran existir entre aquellos.

			c)	Cuando existan notorios motivos de necesidad o conveniencia económica o administrativa.

			2. Sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas, el Estado, atendiendo a criterios geográficos, sociales, económicos y culturales, podrá establecer medidas que tiendan a fomentar la fusión de municipios con el fin de mejorar la capacidad de gestión de los asuntos públicos locales.

			Artículo 6

			1. Podrán ser constituidos nuevos municipios mediante la segregación de parte del territorio de otro u otros, cuando existan motivos permanentes de interés público, relacionados con la colonización interior, explotación de minas, instalación de nuevas industrias, creación de regadíos, obras públicas y otros análogos.

			2. Será necesario que los nuevos municipios reúnan las condiciones previstas en el artículo 3 y que los municipios de los que se segreguen las partes correspondientes no queden privados de dichas condiciones.

			Artículo 7

			La segregación de parte del territorio de un municipio para agregarlo a otro limítrofe podrá realizarse por las causas señaladas en los apartados b) y c) del artículo 5.

			Artículo 8

			1. La segregación parcial llevará consigo, además de la división del territorio, la de los bienes, derechos y acciones, deudas y cargas, en función del número de habitantes y de la riqueza imponible correspondientes al núcleo que se trate de segregar, que se practicarán conjuntamente.

			2. No podrá efectuarse la segregación de parte de un municipio:

			a)	Cuando con ella hubiera de resultar privado de las condiciones exigidas por el artículo 3 para la creación de municipios.

			b)	Cuando el núcleo o poblado de que se trate estuviere unido por calle o zona urbana a otro municipio originario.

			Artículo 9

			1. La iniciación de los expedientes de alteración de términos municipales se podrá decretar por el órgano competente de la Comunidad Autónoma en esta materia, de oficio o a instancia de:

			a)	Cualesquiera de los Ayuntamientos interesados.

			b)	Las Diputaciones Provinciales respectivas.

			c)	La Administración del Estado, a través del Delegado del Gobierno.
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